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LA IMPUTACIÓN A LA VÍCTIMA COMO 
CAUSA EXCLUYENTE DE LA  

RESPONSABILIDAD DEL PATRONO
      Pedro A. Rivero. Abogado (UCV).

LEY ORGÁNICA DE PREVENCIÓN, CONDICIONES 
Y MEDIO AMBIENTE DE TRABAJO (LOPCYMAT)

Sanciones penales por muerte o lesión 
del trabajador o de la trabajadora
Artículo 131. En caso de muerte de un trabajador o 
trabajadora como consecuencia de violaciones gra-
ves o muy graves de la normativa legal en materia de 
seguridad y salud en el trabajo el empleador o em-
pleadora o sus representantes, serán sancionados 
con pena de prisión de ocho (8) a diez (10) años.

Cuando el empleador o empleadora o sus repre-
sentantes, actuando en las mismas circunstan-
cias haya ocasionado al trabajador o trabajadora:

1. La discapacidad total permanente que lleve aso-
ciada la imposibilidad del trabajador o de la trabajado-
ra para realizar los actos elementales de la vida diaria, 
la pena será de cinco (5) a nueve (9) años de prisión.
2. La discapacidad total permanen-
te para cualquier tipo de actividad, la pena 
será de cinco (5) a ocho (8) años de prisión.
3. La discapacidad total permanente para el trabajo 
habitual, la pena será de cuatro (4) a siete (7) años de prisión.
4. La discapacidad parcial permanente, la 
pena será de dos (2) a cuatro años de prisión.
5. La discapacidad temporal, la pena 
será de dos meses a dos años de prisión.
6. La discapacidad temporal que lleve asocia-
da la imposibilidad del trabajador o de la trabajadora 
para realizar los actos elementales de la vida diaria, 
la pena será de dos (2) a cuatro (4) años de prisión.
7. Hasta tanto no se reforme el Código Penal, el Mi-
nisterio Público creará Fiscales Especiales con compe-
tencia nacional en materia de salud y seguridad laborales.

Los delitos de esta Ley son de acción pública, sin per-
juicio de que los afectados o sus causahabientes pue-
dan ejercer directamente las acciones penales corres-
pondientes, sin intervención del Ministerio Público.

Existen determinadas violaciones que 
puedan originar responsabilidad penal 
por parte del patrono, es menester in-

dicar, que la ley no solo impone deberes a 
los empleadores, como el caso del nume-
ral 4 del artículo 56,  (deber de informar por 
escrito a los trabajadores y al Comité de 
Seguridad las condiciones inseguras a que 
están expuestos), sino también a los traba-
jadores, quienes no se encuentran eximidos 
del cumplimiento de sus propios deberes 
(artículo 54), previéndose una consecuen-
cia importante para el incumplimiento por 
parte del trabajador, y es la posibilidad de 
excluir la responsabilidad penal del emplea-
dor que no ha obrado ni dolosa ni culposa-
mente por la muerte o lesiones ocasionadas 
a aquel trabajador por su propia infracción.

De lo anterior se colige, que para haya 
responsabilidad penal debe existir una 
acción u omisión que además de ser típi-
camente antijurídica, debe ser culpable, 
pudiendo sostenerse en consecuencia, 
que si no puede establecerse que el em-
pleador lesionó o mató al trabajador, bien 
sea de manera dolosa, culposa o prete-
rintencional, no puede ser responsable 
por ninguno de los tipos previsto en el ar-
tículo 131 ejusdem (Fuenmayor, 2011).

En este mismo orden, resulta necesario re-
ferirnos en este momento, a uno de los su-
puestos excluyentes de la imputación ob-
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jetiva, entendida como teoría del ataque 
objetivo al bien jurídico, en la cual existen 
una serie de supuestos en que la misma 
no puede ser afirmada, sino que por el 
contrario, se excluye, dando como conse-
cuencia que la conducta no sea conside-
rada como un ataque al bien jurídico ob-
jetivamente hablando (Rodríguez, 2007).

Ahora bien, existe un principio denomi-
nado “principio de autorresponsabilidad” 
el cual opera en los supuestos en los que 
el titular de un bien jurídico (víctima) em-
prende conjuntamente con otro (autor) 
una actividad que puede producir una 
lesión a un bien jurídico, en cuyo caso, 
la actividad generadora del riesgo debe 
ser imputada al ámbito de responsabili-
dad preferente de la víctima, en la medi-
da de que, en primer lugar, la actividad 
permanezca en el ámbito de lo orga-
nizado conjuntamente por el autor y la 
víctima, y en segundo lugar, luego que 
la conducta de la víctima no haya sido 
instrumentalizada por el autor, por care-
cer ésta de responsabilidad o de la base 
cognitiva necesaria para ser autorrespon-
sable, y en tercer lugar, el autor no tenga 
un deber de protección específico frente 
a los bienes de la víctima (Cancio, 2008).  

Así, la imputación de la actividad al ámbi-
to de responsabilidad de la víctima no de-
pende de la configuración fenomenoló-
gica de los aportes de ejecución material 
de víctima y autor per se. En este sentido, 
puede haber tanto supuestos de ejecu-
ción en manos del autor en los que el daño 
se imputa a la víctima, como supuestos en 
los que, a pesar de que es la víctima quien 
ejecuta directamente la actividad arries-
gada, el hecho se presenta como una 
conducta típica del autor. (Cancio, 2008).

En atención a ese carácter preferente 
del ámbito de responsabilidad de la vic-
tima, la atribución de los daños no pue-
de seguir las mismas reglas que determi-
nan, a través de la teoría de la autoría y 
participación, cual es el grado de res-
ponsabilidad que corresponde a los dis-
tintos intervinientes en un hecho consis-
tente en la realización de una infracción 
que afecta a un tercero. (Cancio, 2008).

Por lo tanto, es la interacción entre el autor 
y la víctima a la que hay que reconducir la 
actividad arriesgada, la organización con-
junta no puede ser fragmentada en aportes 
de mayor o menor rango en atención a su 
relevancia en la ejecución (Cancio, 2008).

Entonces tenemos que, para la aplica-
ción de la imputación a la víctima como 
causa excluyente de la imputación ob-
jetiva debe entenderse o verificarse si la 
propia víctima, es la que ha creado el 
peligro en perjuicio propio, de modo que 
no se le puede cargar el mismo a la otra 
persona interviniente. (Rodríguez, 2007).            

En la vida social moderna, el riesgo de le-
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sionar bienes jurídicos es paralelo al avan-
ce de la mecanización de la misma; por 
esto, se autoriza la realización de accio-
nes que entrañan peligros para bienes ju-
rídicos, siempre y cuando se cumpla con 
ciertos cuidados (riesgo permitido). En 
este contexto, debe considerarse tam-
bién el comportamiento de la persona 
que ha obrado suponiendo que los de-
más cumplirán con sus deberes de cui-
dado (principio de confianza); por lo que, 
el que obra sin tener en cuenta que otros 
pueden hacerlo en forma descuidada no 
puede sostenerse que infringe el deber de 
cuidado. (http://new.pensamientopenal.
com.ar/sites/default/files/2012/02/terrag-
ni._carlos_daniel_fernandez_carro.pdf)

De esta manera, se puede señalar que el 
que obra dentro de los límites de la tole-
rancia socialmente admitidos, no infringe 
el deber de cuidado y, por lo tanto, no 
obra típicamente. El paradigma de la no 
existencia en el derecho penal la com-
pensación de culpas, se encuentra des-
virtuado por la dogmática penal, princi-
palmente por el instituto de la autopuesta 
en peligro de la víctima (Fernández, 2012).  

Por otra parte, resulta necesario señalar, 
que la falta de educación y acceso a la 
información, trae como consecuencia 
un aumento de casos en donde la vícti-
ma incide en el resultado, por lo tanto, la 
educación es la base para que tales los 
delitos disminuyan, de ahí la importancia 
de observar en todo momento las normas, 
como cruzar bien y por donde correspon-
da, andar a las velocidades máximas pre-
vistas, respetar al peatón, pero también 
que el peatón respete, usar el casco, y así 
podemos enumerar muchas actitudes de 
prevención. Nadie escapa a la tarea de 
prevenir los delitos, es nuestro deber com-

portarnos de la manera adecuada, enton-
ces tenemos que, si a pesar de que el pa-
trono ha obrado dentro del rango de riesgo 
controlado, acatando el deber de cuidado 
y es el trabajador el que no se ajusta a las 
normas de seguridad y salud que le han sido 
debidamente informadas, y éste muere o le 
causa la muerte a otro trabajador o persona, 
el único responsable -penalmente- por el he-
cho será el trabajador que dejó de observar 
o desobedeció la norma  (Fuenmayor, 2011).
     
En este mismo orden de ideas, debe indi-
carse que conforme al artículo 131 de la 
Lopcymat, no necesariamente es respon-
sabilidad del patrono la ocurrencia de un 
accidente o discapacidad del trabaja-
dor, ya que, dado el carácter personalísi-
mo de la responsabilidad penal, la misma 
debe recaer sobre la o las persones físicas 
responsables del incumplimiento grave o 
muy grave de la normativa que ocasio-
nó el daño (Casanova y Andrade, 2011).

Se debe observar que la Lopcymat de 1986, 
las únicas causales de exclusión de respon-
sabilidad para el empleador, eran aquellas 
que no sólo significaban que el accidente 
o enfermedad no se derivaran de una in-
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fracción de la normativa de Ley, siendo 
más amplia y estando relacionada o vin-
culado su origen a la intención del traba-
jador o a una fuerza extraña al trabajo, 
tal situación cambia con la entrada en 
vigencia de la Lopcymat del 2005, en la 
cual se eliminaron las causales de exclu-
sión de responsabilidad antes menciona-
das, únicamente aplicándose como ta-
les la intención del trabajador o la fuerza 
extraña al trabajo, pero ampliándose las 
mismas dando cabida a conductas del 
trabajador o de un tercero que siendo de 
origen ocupacional el accidente o la en-
fermedad se pudiese determinar que su 
causa no radicó en un incumplimiento por 
parte del empleador -requisito necesario 
para el establecimiento de responsabili-
dad subjetiva a su cargo-, por lo que, no 
sería objeto de responsabilidad por parte 
del patrono (Casanova y Andrade, 2011).
         
Lo anterior, nos conduce indefectible-
mente a señalar que la conducta del tra-
bajador efectivamente, puede ser una 
causal de exclusión o por lo menos de 
atenuación de la responsabilidad penal 
del empleador en caso de que el traba-
jador sufra lesiones o incluso cuando éste 
pierde la vida; debiéndose reiterar el de-
ber de notificación del riesgo que impo-
ne la Ley, lo cual como principio gene-
ral, debe verificarse como requisito sine 
qua non para que pueda operar una 
causa de exclusión de responsabilidad a 
favor del patrono, refiriéndonos en este 
caso, al deber de orientación y educa-
ción del trabajador por parte del patrono.

No obstante, debe tenerse presente que 
en principio, el deudor de seguridad del 
trabajo es el empleador, el cual quien 
impone los riesgos, los puede controlar y 
a todo evento se beneficia del servicio 

prestado, por lo que, habría que revisar-
se caso por caso a los fines de evidenciar 
si opera la ya mencionada exclusión de 
responsabilidad por parte del patrono.

Por lo tanto, si el patrono ha cumplido 
con todos sus deberes y obligaciones de 
cuidado, además ha proporcionado to-
dos los equipos e implementos de segu-
ridad laboral, y ha realizado procesos de 
formación educativa y notificado los ries-
gos a los cuales se encuentra expuesto 
el trabajador, y el fenómeno ocurre, por 
negligencia o impericia imputable al tra-
bajador, es posible considerar, la impu-
tación a la víctima como causal de ex-
clusión de la imputación objetiva, y por 
lo tanto, excluyente del tipo penal pre-
visto en el artículo 131 de la Lopcymat.

De igual manera es importante señalar, que 
existe además otras causales de exclusión 
de responsabilidad subjetiva del patrono, 
distintas a la ya analizada, y es el caso de 
los hechos de terceros o a los casos fortui-
tos o de fuerza mayor, debiendo indicarse 
respecto al primero de ellos, que el fenó-
meno puede producirse por el hecho de 
un tercero -una persona ajena a la relación 
de trabajo-, como es el caso del acciden-
te de tránsito sufrido por el trabajador en el 
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Por otra parte, respecto a la fuerza ma-
yor o caso fortuito como causales de ex-
clusión de la responsabilidad subjetiva 
del empleador, sostienen Casanova y 
Andrade (2011) que las mismas deben te-
ner relación directa con la contrapresta-
ción de trabajo que tiene el trabajador, 
ya que de lo contrario se estaría frente a 
un accidente o enfermedad común y no 
de origen ocupacional, no obstante tal 
distinción nos parece irrelevante, ya que 
en ambos casos, por la misma naturaleza 
que da origen al hecho, el patrono siem-
pre quedara excluido de responsabilidad.

trayecto de su residencia a su lugar de 
trabajo, que haya así atribuible a un ter-
cero, lo cual pudiera dar lugar a la exo-
neración de responsabilidad por parte del 
empleador (Casanova y Andrade, 2011).


